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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 7 de marzo de 2007, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Negri, Kogan, Genoud, Roncoroni, Soria, Hitters, Pettigiani, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa L. 82.724, "M. , N. M. contra Transportes Pac S.A. y otra. Indemnización por fallecimiento".

A N T E C E D E N T E S


El Tribunal del Trabajo nº 3 de La Plata determinó su competencia para conocer en las presentes actuaciones, declaró la inconstitucionalidad de diversas normas de la ley 24.557 e hizo lugar a la demanda por indemnización por accidente de trabajo, imponiendo las costas del modo como especifica.


La parte actora dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Dictada la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Negri dijo:


I. En autos, el juzgador de grado rechazó la excepción de incompetencia y declaró la inconstitucionalidad de los arts. 8, 21, 22 y 46 de la ley 24.557.


Lo hizo por entender que contrarían los principios rectores del derecho del trabajo y elementales garantías de raigambre constitucional tales como el debido proceso, la división de poderes, la defensa en juicio, la igualdad ante la ley, la jerarquía normativa y el derecho de propiedad, que son consagrados en los arts. 5, 14, 14 bis, 16, 17, 18, 19, 28, 31, 75, 109, 116, 121 y 122 de la Constitución nacional.


En lo sustancial consideró que dichas normas han atribuido a órganos administrativos facultades jurisdiccionales sustituyendo a los jueces naturales, en desmedro del principio de libre acceso a la justicia y la garantía del debido proceso. Por esa vía ‑sostuvo el a quo‑ el Poder Ejecutivo se arrogó facultades jurisdiccionales.


Asimismo, señaló que al establecer el ordenamiento en cuestión la jurisdicción federal para conocer de las impugnaciones contra las resoluciones de las Comisiones Médicas, se sustrae a los tribunales ordinarios provinciales la jurisdicción propia que por la Constitución nacional les corresponde.


Dispuso en consecuencia declarar inaplicable al caso la ley 24.557, aplicar la ley 24.028 y disponer el progreso de la demanda sólo contra la codemandada "Transporte Pac S.A.", rechazándola respecto de "Federación Patronal Cooperativa de Seguros Ltda.".


II. Contra esta decisión se alza el recurrente sosteniendo que resuelta la inconstitucionalidad de las juntas médicas y de la competencia, se debería haber resuelto la cuestión litigiosa tomando los parámetros establecidos en la ley 24.557, que era la ley vigente al momento del accidente y posterior fallecimiento, tal como lo solicitaba la parte actora. Y, finalmente de acuerdo a lo peticionado, declarar la inconstitucionalidad del art. 15 inc. 2 de la ley 24.557 para que la indemnización se abonara en un pago único.


Señala que el fallo de grado conculca el principio de congruencia al determinar la aplicación de un régimen legal derogado cuando en el escrito de demanda se reclamaron las prestaciones de la ley 24.557, y no de la ley 24.028 que estaba derogada al momento de producirse el accidente.


Reafirma su reclamo indemnizatorio en los términos de la ley 24.557 y reitera su planteo de inconstitucionalidad de su art. 15.2.


III. Considero que debe tratarse en primer término la competencia del tribunal para intervenir, atento estar en juego la competencia federal, tema indisponible para las partes conforme doctrina de este Tribunal (L. 33.196, sent. del 29‑V‑1984).


Estimo que lo resuelto al respecto por el tribunal de grado debe confirmarse puesto que ha interpretado la ley sin error y su declaración de inconstitucionalidad del art. 46 de la Ley de Riesgos del Trabajo es el resultado de una adecuada verificación de compatibilidad interna entre normas de derecho positivo de distinta prelación. También (y esto no resulta ser de menor entidad) de todas ellas con los principios de justicia protectoria que rigen la materia.


La atribución de competencia al juez federal o a la Cámara Federal de Seguridad Social previstas en ley 24.557 significa detraer del conocimiento de los jueces provinciales la aplicación de leyes del trabajo y seguridad social, alterando las jurisdicciones locales en abierta transgresión a lo que dispone el art. 75 inc.12 de la Constitución nacional, asumiendo la Nación poderes no delegados por la Provincia, en contra de lo que expresamente prevé el art. 121 de la Constitución nacional. Quedando, de ese modo, decisiones de particular gravitación privadas del resguardo que significa la garantía del juez natural y del debido proceso (art. 18, C.N.).


IV. Cabe entonces confirmar la declaración de inconstitucionalidad del art. 46 de la ley 24.557 y declarar, además, inoficiosa la inconstitucionalidad de los arts. 8, 21 y 22 del mismo cuerpo legal, atento el objeto de este juicio, enderezado a cobrar la indemnización por el fallecimiento de un trabajador a causa de un accidente de trabajo.


V. Para resolver en la especie no debe perderse de vista que la viuda (puesto que aunque acompañó partidas de nacimiento de los hijos nunca se presentó en su representación) reclamó la "indemnización por muerte" conforme lo previsto por los arts. 15.2, 18 y 53 de la ley 24.557 derivada del fallecimiento de su esposo. 


Solicitó que la prestación mensual complementaria prevista en el art. 15.2 de la Ley de Riesgos del Trabajo fuese abonada en un único pago para lo cual instó asimismo la declaración de la inconstitucionalidad de dicha norma. 


Es del caso destacar que la Administradora de Riesgos del Trabajo demandada manifestó tener las prestaciones correspondientes a disposición de la actora (v. carta documento de fs. 13 y contestación de demanda de fs. 40/42) pero se opuso puntualmente a la forma de pago exigida.


Trabada en esos términos la litis, no puede dejar de expresarse la perplejidad que genera el pronunciamiento del juzgador de origen que, con desdén de los límites que impone el principio de congruencia ‑arts. 163 inc. 6) del Código Procesal Civil y Comercial y 63 de la ley 11.653‑, resolvió la litis haciendo caso omiso de la pretensión indemnizatoria que abrió el proceso y formó el contenido de la disputa, decidiendo circunstancias ajenas a la forma en que fue planteado el reclamo (cnfr. L. 85.547, sent. del 14‑IV‑2004). En efecto, el tribunal de origen, no sólo declaró la inconstitucionalidad de los arts. 8, 21, 22 y 46 de la ley 24.557, sino también de "todo el ordenamiento en cuestión" y juzgó aplicable al caso la ley 24.028, condenando a la empleadora a abonar la suma de "pesos cincuenta y cinco mil ($55.000)" y rechazando el reclamo respecto de la Administradora de Riesgos del Trabajo (fs. 77 y vta.). 


VI. En ese esquema, considero que corresponde revocar la sentencia de grado en cuanto condenó a la empleadora al pago de la indemnización en los términos de la ley 24.028, asumir competencia positiva en los términos del art. 289 inc. 2) del Código Procesal Civil y Comercial, y condenar a "Federación Patronal C.S.L." y a "Transportes PAC S.A." (toda vez que esta última ha consentido la condena a su respecto) al pago de la prestación prevista en el art. 15.2 de la ley 24.557.


En ese punto, la cuestión a resolver es si corresponde, como lo requiere la actora, que se le abone en un "pago único" la suma de $ 110.000 no cuestionada por las demandadas (el importe se identifica con el capital que debe integrar la A.R.T. a los fines de concretar la prestación de pago mensual complementaria de la correspondiente al régimen previsional, conforme con el tope previsto en el decreto 839/1998) o si, por el contrario, la prestación debe ser pagada mensualmente en un monto equivalente al que resulte de la determinación actuarial en función de la integración de aquella suma.


En ese orden, la accionante considera que el "pago en cuotas" de la reparación que reclama es violatorio de las garantías constitucionales consagradas en los arts. 14 bis y 17 de la Constitución nacional.


VII. Debo decir que aunque el pago de la indemnización en forma de renta no es en sí mismo contrario a los postulados de la Constitución nacional ni a los tratados internacionales a los que su art. 75 inc. 22 ha reconocido jerarquía superior a las leyes ‑por el contrario, en la especie, el Convenio 17 de la O.I.T., ratificado por la ley 13.560 que en su art. 5º prevé que en el caso de "accidente seguido de defunción" las indemnizaciones se pagarán en forma de renta (aunque admite el pago total o parcial en forma de capital cuando se garantice a las autoridades competentes un empleo razonable del mismo)‑, considero que, en este caso, la aplicación del sistema de la ley genera agravio constitucional y autoriza en consecuencia la revisión del mecanismo en ella previsto.


Tanto el art. 18 como el 15.2 de la ley 24.557 hacen referencia a una prestación de pago mensual complementaria de otra del régimen previsional ‑en el caso- pensión por fallecimiento por lo que corresponde la remisión en ese aspecto a los arts. 27, 97, 98 y concordantes de la ley 24.241.


El ensamble de ambos sistemas implica que, indispensablemente, ambas prestaciones (pensión del régimen previsional y prestación mensual complementaria del régimen de cobertura de los riesgos del trabajo) deban converger en la cobertura de la contingencia. Caso contrario, la prestación mensual nada complementa y, de ese modo, la suma que en adición a otra pudo haber estado en condiciones de atender razonablemente la situación prevista en la norma, pierde entidad reparatoria compatible con la norma constitucional.


En el caso, no ha sido desconocido por las obligadas al pago que la actora no pudo acceder al beneficio de pensión por fallecimiento como consecuencia de la condición de afiliado irregular del causante (v. fs. 16 vta./17 y 28 y vta.).


Siendo así, no albergo duda en cuanto a que el pago fraccionado de la prestación mediante renta o retiro programado, en este caso, desnaturaliza la finalidad para la cual fue concebida pues no constituye una respuesta idónea para proteger de modo integral a la viuda e hijos del trabajador fallecido, contradiciendo los arts. 14 bis y 17 de la Constitución nacional.


Corresponde en consecuencia acceder al pago total del capital toda vez que la plena disposición de esa suma por la beneficiaria le reportará mayores beneficios frente al hecho de que el importe del pago mensual no será complementado por una pensión por fallecimiento, tornando ‑por ese solo motivo y sin necesidad de entrar en consideraciones de otra naturaleza‑ carente de todo sentido al mecanismo legal. 


VIII. Mediando estas circunstancias y en orden a los principios que desde su identificación autónoma han definido al derecho laboral (Palacios, Alfredo L. "El Nuevo Derecho", capítulos I y II, Claridad, Buenos Aires, 1960), corresponde declarar la inconstitucionalidad y decidir que resulta inaplicable en la especie el art. 15.2 de la ley 24.557.


IX. Por lo dicho, corresponde hacer lugar al recurso deducido, confirmar la competencia del tribunal de grado, casar el pronunciamiento de origen y hacer lugar a la demanda promovida por N. M. M.  contra Transportes Pac S.A. y Federación Patronal C.S.L. A.R.T., declarar la inconstitucionalidad del art. 15.2 de la ley 24.557 y condenar a las demandadas a abonar en un pago único la prestación por fallecimiento de J. J. P. ‑quien fuera esposo de la actora‑ a raíz del accidente de trabajo sufrido y por la suma de $ 110.000, conforme el incremento del tope de capital que hubiese correspondido integrar para la prestación establecida en la norma cuya inconstitucionalidad se declara (dec. 839/1998).


Costas de ambas instancias a las demandadas (art. 289, C.P.C.C.).


Voto por la afirmativa.


La señora Jueza doctora Kogan, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Negri, votó también por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:


I. El tribunal de la causa rechazó la excepción de incompetencia articulada por la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, declaró la inconstitucionalidad de los arts. 8, 21, 22 y 46 de la ley 24.557 y acogió la demanda incoada por N. M. M. , en procura del cobro de las prestaciones de la referida norma contra "Transportes Pac S.A." por el fallecimiento de su esposo J. J. P. a raíz del accidente laboral que sufriera el día 12 de mayo de 2000, pero fijando el monto resarcitorio en los términos de la ley 24.028, por considerarla aplicable al caso. A su vez, rechazó la pretensión actoral respecto a "Federación Patronal Cooperativa de Seguros Limitada A.R.T.".


II. El apelante denuncia violación del principio de congruencia tipificado en el art. 34 inc. 4º del Código Procesal Civil y Comercial. Cuestiona la declaración de inaplicabilidad al caso de todo el ordenamiento de la ley 24.557, el consiguiente resarcimiento fijado conforme a la ley 24.028 ‑lo cual no fue peticionado por las partes‑ y la exoneración de responsabilidad de "Federación Patronal Cooperativa Limitada de Seguros A.R.T.". 


Asimismo reafirma su reclamo indemnizatorio en los términos de la Ley de Riesgos del Trabajo y reitera su planteo de inconstitucionalidad del art. 15, apartado segundo de la misma, al exigir el resarcimiento por la muerte del trabajador en un pago único.


III. El recurso debe prosperar con el siguiente alcance.


1. En primer lugar, considero que debe confirmarse la decisión del tribunal a quo, en cuanto determinó su competencia para conocer en estos actuados.


En efecto, en el precedente de esta Corte registrado como L. 75.708, "Quiroga", sent. del 23‑IV‑2003, se declaró la inconstitucionalidad del art. 46 de la ley 24.557, decisión que, a su vez, fuera confirmada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación con fecha 15‑II‑2005, por presentar sustancial analogía con el pronunciamiento que dictara el 7 de septiembre de 2004 in re "Castillo, Angel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A.", razón por la cual la competencia del tribunal de grado debe permanecer incólume.


2. Por otro lado, cabe señalar que atento la naturaleza de la cuestión traída a juzgamiento ‑cobro de las prestaciones previstas en la ley 24.557 con motivo del fallecimiento del trabajador por un accidente laboral‑, debe estimarse inoficiosa la consideración de los arts. 8, 21 y 22 de dicha norma.


3. Conforme la accionante denunció en su escrito de inicio, el evento dañoso por el cual formula el reclamo indemnizatorio se produjo el día 12 de mayo de 2000 ‑circunstancia reconocida por la accionada y la Aseguradora de Riesgos del Trabajo‑ (ver sentencia a fs. 75 vta.), es decir durante la plena vigencia del nuevo sistema reparatorio de la ley 24.557 (conf. art. 2º, dec. 659/1996, B.O.N. del 27‑VI‑1996), circunstancia que llega firme a esta instancia extraordinaria y que he tenido en cuenta para expresar mi coincidencia con el tribunal de grado en la declaración de inconstitucionalidad del art. 46 del referido cuerpo legal. 


Si bien la actora peticionó que se decretara la invalidez constitucional de algunos artículos de la ley 24.557, de manera alguna fue objeto de su demanda ‑ni de los coaccionados en sus respondes‑ la aplicación al caso de una norma derogada, (la ley 24.028) para fijar el monto del resarcimiento y exonerar de responsabilidad a la Aseguradora de Riesgos del Trabajo, como decidió el tribunal del trabajo.


En tales condiciones, resulta nítido que el pronunciamiento de origen además de encontrarse fundado en un régimen legal reparatorio abrogado, sustancialmente diferente al de la ley 24.557, ha violado el principio de congruencia (conf. arts. 34 inc. 4º y 163 inc. 6º, C.P.C.C. y su doctrina).


IV. Por lo expuesto, debe hacerse lugar al recurso extraordinario deducido y revocarse el fallo en cuanto determinó la suma indemnizatoria conforme a los parámetros de la ley 24.028 y rechazó la demanda respecto de "Federación Patronal Cooperativa Limitada de Seguros A.R.T.".


Los autos deberán volver al tribunal de grado para que, con nuevos jueces, se pronuncie acerca de la acción deducida.


Costas a la demandada (art. 289, C.P.C.C.).


Con el alcance indicado, voto por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Roncoroni dijo:


Adhiero a la solución propuesta por el doctor Negri en cuanto rescinde el pronunciamiento de grado por quebrar el principio de congruencia y, asumiendo competencia positiva, lo sustituye acogiendo la pretensión resarcitoria desde la plataforma de la ley de Riesgos del Trabajo 24.557.


Asimismo en cuanto declara inconstitucional el art. 15.2 de la mencionada norma y ordena se abone el monto de condena en un solo pago [C.S.J.N., "Milone, Juan A. c/Asociart S.A. ART", sent. del 26‑X‑2004, "La Ley", 29‑X‑2004].


Costas de ambas instancias a las accionadas [art. 289 del C.P.C.C.].


Voto por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:


Habré de adherir al voto del doctor Negri.


1. En cuanto a la declaración de inconstitucionalidad del art. 46 y la competencia del tribunal de la instancia para entender en el sub examine, entiendo que tal parcela del pronunciamiento debe ser reafirmada, por las razones adicionales y concordantes contenidas en mis votos en los precedentes L. 75.708, "Quiroga", sent. de 23‑IV‑2003; L. 82.871, "Chávez", sent. de 1‑IV‑2004 y de conformidad con lo resuelto ‑con sustento en argumentos similares a los vertidos por este Tribunal en los pronunciamientos señalados‑ por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa C.2605 XXXVIII, "Castillo, Angel Santos c/Cerámica Alberdi S.A." (sent. de 7‑IX‑2004).


2. Coincido con los argumentos expuestos por el doctor Negri en los apartados V y VI de su voto en lo relativo a la violación del principio de congruencia. Acompaño ‑por tanto‑ la propuesta de revocar el fallo de la instancia por incurrir en el citado vicio. 


3. También hago míos los fundamentos y propuesta del colega preopinante en cuanto a la declaración de inconstitucionalidad del art. 15.2 de la ley 24.557 y ello en atención a los motivos que resultan concordantes con aquellos expuestos por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en mayoría en la causa "Milone, Juan Antonio c/ Asociart S.A. Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/ accidente, ley 9688" (sent. de 26‑X‑2004).


4. En consecuencia, concuerdo con la solución propuesta por el doctor Negri en el apartado IX de su opinión.


Con costas de ambas instancias en el orden causado. (arts. 19, ley 11.653 y 289, C.P.C.C.).


Voto por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


Adelanto mi adhesión a la propuesta decisoria que el colega de primer término sustenta en su voto.


1. La invalidez supralegal del art. 46 de la ley 24.557 que ha sido declarada en la instancia de origen debe ser ratificada, aunque ello con la finalidad de habilitar la competencia para conocer de la acción incoada que, indudablemente ha sido pretendida en los términos del propio sistema de la Ley sobre Riesgos del Trabajo.


Para fundar la descalificación supralegal del aludido precepto remito por razones de brevedad a las consideraciones que he tenido oportunidad de explicitar al dar mi voto en la causa L. 75.708, Quiroga (sent. del 23‑IV‑2003). Ese temperamento por lo demás ha sido ratificado por la Corte federal en el pronunciamiento recaído en la causa "Castillo, Angel Santos c/ Cerámica Alberdi S.A." (sent. del 7‑IX‑2004) en la cual, y como en los presentes se reclamaba con sustento en las propias normas de la ley 24.557.


2. El agravio que la quejosa trae en su recurso de la mano de la denuncia de violación del postulado de la congruencia es de recibo conforme lo señala el colega que vota en primer término, a cuyas consideraciones sobre el punto expresamente presto mi adhesión.


A ese respecto sólo me permito agregar, en posición argumental que por lo demás ha servido a este Tribunal para decidir (por mayoría) la repulsa liminar de innumerables pretensiones (conf. causas L. 79.833, sent. de 15‑XII‑2004; L. 82.990, sent. de 13‑IV‑2005; L. 79.203, sent. de 8‑VI‑2005; L. 78.346, sent. de 28‑VI‑2006; L. 76.718, sent. de 12‑VII‑2006), que la impugnación de inconstitucionalidad no resulta pertinente cuando con ella se pretende no la inaplicabilidad del texto objetado, sino el restablecimiento de un régimen normativo derogado, misión que es de incumbencia del legislador. Ese razonamiento vale señalar es el que ha dejado expuesto la Corte federal en diversas oportunidades ("Fallos", 237:24; 255:262; 295:692; 318:1237) (conf. C.S.J.N. in re "Gorosito", sent. de 1‑II‑2002, considerando 10 in fine).


3. Finalmente la pretensión de la accionante, cuyo examen de procedibilidad se impone inmediatamente luego de la rescisión del decisorio atacado, merece recepción favorable como también lo propone el juez de primer sufragio.


a. Sobre la temática en debate, esto es la validez supralegal del pago en forma de renta, aunque no específicamente en relación al art. 15 de la ley 24.557, aplicable a la situación fáctica que basa la pretensión aquí actuada, se ha expedido también la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa M. 3724. XXXVIII, "Milone", fallada el 26‑X‑2004, y citada por los colegas Roncoroni y Soria.


En efecto en los autos de referencia el Máximo Tribunal de la Nación descalificó el encaje constitucional del art. 14.2 de la Ley sobre Riesgos del Trabajo, en la redacción que en el año 1996 originariamente le dio el legislador.


De acuerdo a la relación de hechos efectuada por el Procurador General de la Nación el allí accionante era un trabajador de 55 años de edad que padece una incapacidad laboral parcial y definitiva del 65% y que en virtud de lo dispuesto en el mencionado art. 14 inc. b sería acreedor de una indemnización cancelable en forma de renta mensual, cuyo monto es menor al 50% de su salario bruto.


Para ratificar la declaración de inconstitucionalidad que ya se venía decidiendo en las sucesivas instancias extraordinarias, la Corte federal apontocó ese parecer fundamentalmente en tres corredores argumentales.


i. Por un lado puso su atención en los propios objetivos trazados al sancionarse la ley 24.557, para señalar la contradicción entre esos propósitos enunciados, y la realidad que se deriva de percibir una prestación mensual que resulta para el damnificado insuficiente. Ello, en el sentir de ese cuerpo judicial importa en el caso que: "no se satisfacen los requerimientos de asegurar una condición de labor equitativa, vale decir, justa toda vez que, por su rigor, la norma cuestionada termina desinteresándose de la concreta realidad sobre la que debe obrar" (considerando 6to. primer párrafo).


Para la Corte federal el escrutinio descripto se reconoce expresamente a la luz del principio protectorio contenido en el art. 14 bis de la Constitución, con las integraciones que el mismo recibe desde los diversos instrumentos internacionales de jerarquía constitucional y legal (arts. 75 incs. 22 y 23 de la Carta constitucional), a los que explícitamente también el fallo hace referencia (considerando 6to. ya citado).


ii. La argumentación se nutre luego con la consideración de las repercusiones que la víctima experimenta no sólo en la esfera económica, sino desde otros aspectos de su personalidad que hacen a lo doméstico, cultural y social, y económico, y que conllevan a la frustración del desarrollo pleno de la vida (cons. 7mo.).


Desde esta última perspectiva la sentencia en análisis pone acento en la reformulación del "plan de vida" que tan grave trance le ha de provocar no sólo al trabajador, sino en su caso a su familia. Y en ese contexto sopesa negativamente el medio reparador dispuesto en la norma ‑renta periódica‑ al reducir drásticamente el universo de opciones que le permiten al trabajador reformular dicho proyecto. En este sentido concluye afirmando que: "el ámbito de libertad constitucionalmente protegido en el que se inserta el proyecto de vida, es objeto de una injerencia reglamentaria irrazonable al no encontrar sustento en ningún fin tutelar legítimo" (cons. 7mo. citado).


iii. El elenco de fundamentación se completa, con la confrontación normativa que la Corte despliega entre la norma local objetada y el art. 5 del Convenio 17 de la O.I.T. En este sentido, y luego de señalar la jerarquía supralegal del aludido instrumento, se pone de relieve que si bien allí se dispone el pago de indemnización "en forma de renta", no deja de prever la posibilidad de pago "en forma de capital".


b. Ahora bien, en el caso, del accidente de trabajo se derivó la muerte del trabajador.


Quien reclama la indemnización es su viuda. Como ya dejé dicho la pretensión está fundada en las propias normas de la ley 24.557, aunque se solicita la cancelación del crédito indemnizatorio en un único pago y no mediante la modalidad de renta vitalicia que para situaciones como la de autos ‑muerte‑ se halla previsto en el art. 15. 2 del ordenamiento de marras.


Para lograr se deje en el caso de lado dicha solución normativa la reclamante sostiene que el pago en forma escalonada es inconstitucional, al infringir el art. 14 bis de la Constitución nacional, y las diversas garantías que en igual sentido se hallan consagrados en los diversos tratados internacionales.


Los argumentos que la Corte federal ha desplegado para descalificar la validez constitucional del art. 14.2 de la Ley sobre Riesgos del Trabajo en la causa "Milone" y que han sido analizados en los capítulos precedentes de este sufragio resultan ‑en mi parecer‑ aplicables a la situación de autos.


En efecto, la cancelación del crédito (prestación dineraria) a la que tiene derecho la aquí reclamante por el fallecimiento de su esposo (art. 18.1 de la L.R.T.), bajo la modalidad de una renta de pago mensual (art. 15), conforma una respuesta que no satisface la finalidad para la cual fue erigida, contradiciendo los arts. 14 bis y 17 de la Constitución nacional.


Y ese balance desfavorable se presenta con mayor énfasis en el caso desde que, y como lo ha puesto de resalto el colega de primer sufragio, la aquí reclamante ‑por razones que no viene al caso a estos fines valorar‑ no goza del beneficio previsional pensionario por fallecimiento, del cual la prestación que aquí se reclama, importa ‑siguiendo lo dispuesto en la norma impugnada‑ su complemento.


4. Por lo expuesto, debe hacerse lugar al recurso deducido, dejándose sin efecto el pronunciamiento impugnado, y disponiendo el progreso de la demanda con el alcance establecido en el punto IX del voto del doctor Negri, respecto del cual y en todo lo que concuerda con lo expuesto en este sufragio, reitero mi adhesión.


Las costas de ambas instancias se imponen a la demandada vencida (arts. 68, 289 del C.P.C.C.).


Voto por la afirmativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:


I. Adhiero al voto del doctor Negri.


II. Asimismo, dejando a salvo mi opinión, en orden a la constitucionalidad de los arts. 21, 22 y 46 de la ley 24.557, expuesta en L. 76.798, sent. del 28‑XI‑2001; L. 75.583, sent. del 19‑II-2002; L. 68.440, sent. del 26‑II‑2003; L. 75.708, sent. del 23‑IV‑2003 y L. 79.047, sent. del 14‑IV‑2004 ‑entre otras‑, por razones de celeridad y economía procesal, teniendo en cuenta lo recientemente resuelto en la materia por el Máximo Tribunal nacional in re "C. 2605. XXXVIII, Castillo Angel Santos c/Cerámica Alberdi" y la innegable gravitación que ‑más allá de lo que pueda sostenerse sobre su eventual aptitud vinculatoria‑ cabe reconocerle en todo caso atento su ubicación en la cúspide del ordenamiento judicial (arts. 5, 108, 123 y 127, Const. nacional), entiendo debe adoptarse el criterio allí abrazado.


III. En lo relativo a la declaración de inconstitucionalidad del art. 15.2 de la ley 24.557, lo hago por razones de celeridad y economía procesal conforme lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación in re "Milone, Juan Antonio c/Asociart S.A. Aseguradora de Riesgos del Trabajo s/acc., Ley 9688", sentencia del 26‑X‑2004.


Voto pues por la afirmativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se hace lugar al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley traído y se revoca la sentencia impugnada en cuanto condenó a la empleadora al pago de la indemnización en los términos de la ley 24.028. Asimismo, ratificándose la competencia del tribunal de grado, por mayoría se resuelve hacer lugar a la demanda promovida por N. M. M.  contra Transportes PAC S.A. y Federación Patronal C.S.L. A.R.T. declarándose la inconstitucionalidad ‑en su aplicación al caso de autos‑ del art. 15.2 de la ley 24.557 con el alcance establecido en el apartado IX del voto emitido en primer término. Con costas de ambas instancias a cargo de las demandadas (art. 289, C.P.C.C.). 


Notifíquese. 
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